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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
RECUSACIÓN / AL IGUAL QUE LOS IMPEDIMENTOS REFLEJA EL PRINCIPIO DE IMPARCIALIDAD / APLICA TAMBIÉN EL DE TAXATIVIDAD / HABER DADO CONSEJO O PARTICIPADO EN EL PROCESO / DEBE SER RELEVANTE PARA TIPIFICAR ESAS CAUSALES.
… el instituto de los impedimentos y recusaciones se da dentro de nuestro ordenamiento jurídico penal como una manifestación del principio de imparcialidad consagrado en el artículo 5º de la Ley 906 de 2004… Frente al tema ha dicho la Sala de Casación Penal:

“Las instituciones de los impedimentos y las recusaciones están fijadas constitucional y legalmente para la preservación y defensa del derecho a ser juzgado por funcionarios imparciales, alcanzando la categoría de derecho fundamental porque hace parte del derecho a un proceso con todas las garantías y previsto así mismo en el artículo 10 de la Declaración Universal de Derechos Humanos…
“En esta materia rige el principio de taxatividad según el cual solo integra motivo de excusa o de recusación aquel que de manera expresa se señala en la ley, lo que hace exclusión de la analogía, además que a los jueces les está vedado separarse por su propia voluntad de sus funciones jurisdiccionales y a los sujetos procesales no les está permitido escoger a su arbitrio la persona del juez…”
Teniendo en cuenta lo anterior, al momento de plantear una causal de impedimento o recusación, el Juez o la parte que la solicitan deben dejar claro cuál es la que están invocando, esto es, debe ser clara y apegada a lo establecido en las normas para cada caso concreto…
… el recusador en su sustentación… señaló que la señora Jueza Primera Penal del Circuito de Pereira debe declararse impedida en el presente asunto por estar incursa en las causales señaladas en el artículo 56 del C.P.P. en los numerales 4° en el aparte que reza que “o haya dado consejo o manifestado su opinión sobre el asunto materia del proceso”, y en numeral 6º que indica “Que el funcionario haya dictado la providencia de cuya revisión se trata, o hubiere participado dentro del proceso...”.
… para la procedencia de las aludidas causales de impedimento o recusación, se torna necesario que tanto el consejo o la opinión, al igual que la participación del funcionario judicial en el asunto haya sido relevante, es decir que lo vincule con la actuación puesta a su consideración de tal manera que le impida actuar con la imparcialidad y la ponderación que de él se espera…
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SALA DE DECISIÓN PENAL

Magistrado Ponente:
MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Pereira, treinta (30) de octubre de dos mil veinte (2020)

Acta No. 785
Hora: 1:00 p.m. 
Procesado: MLRH y otros
Delito: Interés indebido en la celebración de contratos y otros.

Radicación: 66001-6008-785-2019-00003-01
Asunto: Recusación 

V I S T O S:

Procede la Sala Penal de Decisión del Tribunal Superior de este Distrito Judicial a resolver la recusación impetrada por la defensa del señor MLRH, en contra de la señora Jueza Primera Penal del Circuito de Pereira, durante la vista pública realizada el 09 de septiembre de 2020, fecha en la cual se debía continuar con la audiencia preparatoria, sin que la misma se pudiera llevar a cabo dada esa manifestación.

ACTUACIÓN PROCESAL:

De acuerdo a la información obrante en el expediente se tiene que el día 09 de septiembre del año en curso, se debía realizar ante la Jueza Primera Penal del Circuito de Dosquebradas, la continuación de la audiencia preparatoria dentro del proceso penal adelantado en contra de MLRH, JHON UBER OBANDO GIRALDO, ELIZABETH DUQUE MÉNDEZ y FRANCISCO JAVIER LONDOÑO FERNÁNDEZ, en contra de quienes la Fiscalía les enrostró cargos por presuntamente haber incurrido en las conductas delictuales de interés indebido en la celebración de contratos, violación al régimen legal o constitucional de inhabilidades e incompatibilidades y tráfico de influencias de servidor público, de acuerdo a hechos acaecidos en el año 2017.
Una vez instalada la audiencia atrás mencionada y antes de dar curso a la misma, el abogado defensor del procesado MLRH solicitó el uso de la palabra e indicó que procedía a recusar tanto al secretario del Despacho como a la señora Jueza, a esta última de acuerdo a lo establecido en los apartes finales del numeral 4° y 6° del artículo 56 del Código de Procedimiento Penal.
LA   SOLICITUD DE RECUSACIÓN:

Consideró la defensa del señor MLRH, que para el presente caso la Jueza Primera Penal del Circuito de Dosquebradas está incursa en las causales contenidas en los numerales 4° y 6º del artículo 56 del Código de Procedimiento Penal, argumentando para ello lo siguiente: 
· Durante la audiencia preparatoria, la A quo le solicitó a la Fiscalía que hiciera claridad respecto de algunos documentos, indicando que los mismos eran importantes porque podrían ser usados por los defensores durante la audiencia de juicio oral, lo que a su parecer viola el principio de imparcialidad, en especial porque con esa intervención de la Jueza se sesgó la posibilidad para que la bancada de defensa pudiera solicitar el rechazo o la inadmisión de esas pruebas por la indebida sustentación al momento de pedirlas. 
· A pesar de que los defensores con antelación al inicio de la audiencia preparatoria manifestaron que la Fiscalía no había hecho el descubrimiento probatorio como lo ordena la Ley, la Jueza en vez de aplicar los correctivos que establece el C.P.P. para dichas situaciones, lo que hizo fue concederle un término adicional al Ente Acusador para que cumpliera con tal función, sin tener en cuenta que para los procesados podría resultar en algo beneficioso esa omisión de la Fiscalía. 
· Aunado a lo anterior, señaló que la imparcialidad de la Jueza también ha sido contaminada con las pruebas de la Fiscalía, pues es sabido por todos que la anterior Fiscal que llevaba el caso, cuando hizo el traslado de las pruebas a los defensores vía correo electrónico, también envió dicho material al email del Juzgado que conoce del asunto. 
Con todo ello, indicó que con base en lo establecido en la sentencia T-305 de 2017, la Jueza se encuentra incursa en las causales de impedimento y recusación establecidas en el aparte final del numeral 4° y en el numeral 6° del C.P.P., pues con sus intervenciones durante la audiencia preparatoria, en las cuales le solicitó al delegado del Ente Acusador aclarar y dar detalles de ciertas pruebas documentales que estaba solicitando para hacer valer en el juicio, precisiones que él debió hacer solo sin la solicitud del Despacho, en especial por ser omisiones que podrían ser capitalizadas por los defensores posteriormente en favor de los procesados, se hace evidente que la imparcialidad de la falladora se encuentra sesgada, además de que dichas intervenciones pueden tomarse como participación suya dentro del proceso. 
En cuanto al secretario del Despacho, señaló que el mismo debe ser apartado del conocimiento del proceso puesto que a su parecer dicho funcionario no es prenda de garantía para el buen manejo de la información del caso concreto, porque: 
· Le ha deprecado en varias ocasiones que le certifique si él en su calidad de defensor del señor MLRH ha solicitado aplazamiento de las audiencias, ello con el fin de solicitar la libertad de su prohijado por vencimiento de términos, sin que hasta el momento haya sido posible que le brinden una respuesta de fondo a su pedido. 
· Las actas elaboradas por el secretario no han sido acordes con la realidad de las audiencias, tanto así que se le han enviado actas con correcciones que a leguas se nota que el mencionado funcionario ha realizado de manera informal. 

· Sin que la señora Jueza se lo solicitara, realizó una intervención durante una de las audiencias anteriores, como si se tratase de un sujeto procesal más, situación que es evidentemente irregular. 

INTERVENCIÓN DE LOS DEMÁS SUJETOS PROCESALES

Una vez se escuchó la intervención del recusante, la A quo procedió a concederle la palabra a los demás sujetos procesales para que manifestaran lo que a bien tuvieran que decir respecto de esa recusación, tanto la que se le hizo a ella como a su secretario, para que de esa forma indicaran si acompañaban la misma o no. 

· Defensora de FJL: Aunque no acompaña las recusaciones, pues considera que no existe prueba alguna de que la sana critica de la Jueza se hubiese contaminado por el envió de un correo electrónico a su despacho, pues no se sabe si quiera sí ella vio el contenido del mismo; sí considera que la intervención realizada por el señor secretario del Juzgado en la audiencia anterior fue irrespetuosa y fuera de lugar. 
· Defensor de EDM: Manifestó que acompaña a su compañero de bancada tanto en la recusación que hizo del secretario del Juzgado como de la Jueza de la causa. 

· Defensor de JUOG: Dijo no tener nada que decir respecto a la petición, pues no la acompaña. 

· Fiscal: Se opone a la recusación planteada respecto de la señora Jueza, pues lo argüido por el recusante en realidad no se adecua a las causales por él invocadas, además de ello, si bien es cierto la A quo en el momento en que el Ente Acusador estaba haciendo sus peticiones probatorias, le solicitó que hiciera claridad respecto de algunos documentos que se pretenden ingresar al proceso, tal intervención por parte de ella no tuvo la entidad suficiente para socavar su imparcialidad, menos aún sí se tiene en cuenta que esa solicitud de aclaración debe verse dentro del contexto de los deberes funcionales de los jueces como directores de las audiencias. 

Por otra parte, el hecho de que a la Fiscalía se le hubiese dado un término adicional para la realización del descubrimiento probatorio, no se puede traducir en que el Despacho se inclina hacía los intereses de la parte acusante, pues ello se dio dentro del escenario de la situación actual que se viene viviendo por cuenta de la pandemia del COVID-19, lo que implicó trabas para que se hiciera ese descubrimiento de forma personal a los defensores, además lo que trató de hacer el Despacho fue garantizar el acceso pleno de los defensores a los EMP y EF con que cuenta la Fiscalía. 
Tampoco es posible afirmar, como lo hace el recusante, que por el simple hecho de que al correo del Juzgado Primero Penal del Circuito de Dosquebradas, se allegó también lo que se le envió a la bancada de defensa como descubrimiento probatorio, entonces la Jueza ya está contaminada con la prueba, máxime cuando no se sabe si ella vio dicho correo y revisó su contenido. 

Finalmente, en cuanto al tema del secretario, consideró que no hay razón para separarlo del conocimiento del proceso, pues sí ha intervenido en las diligencias, tales intervenciones han estado relacionadas con las mismas audiencias y se han dado dentro del contexto de sus funciones. 
· Representante del Ministerio Público: De entrada indicó que las recusaciones propuestas no deben prosperar por cuanto no se debe olvidar que el Juez es el supremo director de las audiencias y entre sus múltiples facultades se encuentra la de solicitarle a las partes claridad sobre aspectos que resultan ser confusos bien sea por la ligereza con que se dan a conocer o por una mala técnica argumentativa de quien está hablando; y en el presente asunto lo que se vio fue una expresión de ese deber de la Jueza de direccionar la audiencia, tanto es así que ella no solo le solicitó al Fiscal hacer algunas precisiones respecto de las pruebas documentales que estaba solicitando, sino que ello también lo hizo durante la intervención del defensor de la señora DUQUE MÉNDEZ, de allí que de prosperar la tesis del recusante, entonces la Fiscalía también podría argüir eso mismo y recusar a los jueces. 
En cuanto al tema del correo electrónico, indicó que con ello no se ha viciado ni la imparcialidad ni se ha contaminado el criterio de la A quo con la prueba, pues el hecho de que a un Despacho se remita un email, no implica necesariamente que el titular del mismo conozca su contenido, entonces ante esa afirmación del abogado recurrente lo que se observa es que la misma está basada en meras especulaciones. 
En ese orden de cosas, a su parecer, la recusación planteada respecto de la Jueza del caso, se sustenta en meras apreciaciones subjetivas del defensor recusante, mismas que no tienen un sustento objetivo que es lo que se espera se presente cuando se hacen este tipo de solicitudes. 

Para finalizar, señaló que en cuanto a la recusación del secretario del Despecho, para tal cosa no se aclaró por parte del solicitante cuál es la causal que invoca para ello, como tampoco puntualizó en qué consisten las imprecisiones en las actas o en dónde era que él había faltado a la verdad. 

RESPUESTA A LA RECUSACIÓN: 
Oídos los argumentos expuestos por todos los intervinientes, la Jueza A quo tomó la palabra para manifestar en primer lugar las razones por las cuales no aceptaría la recusación en contra del secretario del Despacho y luego las que la llevaban a no aceptar la recusación en su contra.
· Respecto a la recusación del secretario del Juzgado, consideró que la misma no tenía vocación de prosperar porque en ningún momento el solicitante indicó cuál causal de las contempladas en el art. 56 del C.P.P. era la que invocaba en ese caso concreto, y de acuerdo a lo argumentado no se evidencia que lo dicho se enmarque en ninguna de ellas, y se debe recordar que en cuanto a los impedimentos y recusaciones no cabe la analogía. Además de ello, si bien en cierto el señor secretario hizo una intervención en la diligencia anterior, ello lo hizo dentro del marco de sus funciones, pues la misma era necesaria puesto que no había otra manera de que él le indicará a ella de algo que estaba diciendo el defensor respecto de lo que se dijo en la audiencia anterior no era tal, pues cuando el Despacho se encuentra en audiencia, la instrucción es que ni el secretario ni la jueza usen celulares aunque sea para comunicarse entre ellos. En cuanto a lo que se consigna en las actas de las audiencias, dejó claro que lo que allí se pone no es una transliteración de lo que sucede en las diligencias, por ende, no se consigna en ellas todo tal cual sucedió o se dijo en la vista pública, pues ese no es el sentido del sistema oral, y para consultar con exactitud lo que pasa en las audiencias se tienen las grabaciones de las mismas. 
Finalmente, indicó que esa determinación suya no era susceptible de ser revisada por ningún superior funcional o jerárquico, por cuanto ese era un tema del resorte exclusivo de ella como directora del Despacho.  

· Frente a la recusación en su contra, no aceptó la misma porque a su parecer en ningún momento ha participado del proceso, ni ha dado consejo u opinión respecto del mismo, además de ello no ha podido dictar ninguna decisión pues hasta el momento ni siquiera ha logrado pronunciarse respecto a las solicitudes probatorias que se le hicieron pues cuando lo iba a hacer el abogado del señor MLRH presentó la recusación. 

En ese orden de cosas, indicó que el Letrado recusante lo que está haciendo es confundir su estilo proactivo como directora de la audiencia con una manifestación de opinión o de parcialidad de su parte en el proceso, y eso son cosas diferentes, pues ella no ha realizado o dicho hasta el momento algo que se salga de aquellas funciones que la ley le otorga como jueza de la causa, y así como le solicitó a la Fiscalía hacer claridad respecto a la fecha de expedición de un manual de funciones que pretende introducir al proceso, de la misma manera le pidió a los defensores, cuando fue necesario, que concretaran sus peticiones e indicaran con claridad la finalidad de ciertas pruebas por ellos solicitadas. 
Respecto al término adicional que se le dio a la Fiscalía para realizar el descubrimiento probatorio, indicó que ello se hizo en aras de brindarle mayores garantías a los procesados, pues en este caso se han presentado distintos inconvenientes tanto por la pandemia como por otros asuntos, que han generado inconvenientes para el Ente Acusador y para los abogados de la defensa, lo que retrasó ese acceso de la bancada defensiva a la totalidad de los EMP y EF recolectados por la Fiscalía, los cuales también son importantes para ellos. 

En cuanto a lo aseverado de que ella ha sido contaminada con la prueba por que la anterior delegada del Ente Acusador para este asunto envió al email del Despacho el mismo traslado de pruebas que le hizo a las demás partes del proceso, ello no es cierto porque la instrucción que se le ha dado por su parte a los empleados de su Despacho es que ese tipo de correos sean borrados inmediatamente se percatan de su existencia pues dado su contenido no son importantes para el Despacho y ella en particular no va a perder el tiempo revisando cosas que ni siquiera han sido admitidas en el proceso como pruebas, pues hacer tal cosa sería perder el tiempo.  
PARA RESOLVER SE CONSIDERA:

- Competencia: 
Según lo establecido en el numeral 5º del artículo 34 C.P.P., esta Corporación, en su Sala Penal de Decisión, es la competente para asumir el conocimiento del presente asunto, no sin antes declarar que hasta esta etapa procesal no se avizora nulidad alguna que haga inválida la actuación. 

- Problema Jurídico:
De lo expuesto le corresponde a esta Colegiatura determinar si la señora Juez Primera Penal del Circuito de Dosquebradas debe o no ser separada del conocimiento del presente proceso, por haber demostrado una actitud parcialidad a favorecer los intereses del Ente Acusador, lo que hace evidente que su sana critica para juzgar a los procesados se verá viciada. 
· Solución:

Como anotación inicial, la Sala desde ya dejará claro que respecto a la recusación planteada en contra del secretario del Juzgado Primero Penal del Circuito de Dosquebradas no se pronunciara por cuanto dicho asunto, tal como lo señaló la A quo en su decisión, era del resorte exclusivo de ella, y por ende, le compete solo a ella como directora de ese Despacho determinar lo pertinente frente a ese tema.
Ahora bien y antes de darle una solución al problema jurídico planteado, es importante recordar que el instituto de los impedimentos y recusaciones se da dentro de nuestro ordenamiento jurídico penal como una manifestación del principio de imparcialidad consagrado en el artículo 5º de la Ley 906 de 2004, que a su vez responde a lo establecido en los artículos 29, 228 y 230 constitucional. Frente al tema ha dicho la Sala de Casación Penal:

“2. Las instituciones de los impedimentos y las recusaciones están fijadas constitucional y legalmente para la preservación y defensa del derecho a ser juzgado por funcionarios imparciales, alcanzando la categoría de derecho fundamental porque hace parte del derecho a un proceso con todas las garantías y previsto así mismo en el artículo 10 de la Declaración Universal de Derechos Humanos como en el artículo 14.1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de New York
.

3. En esta materia rige el principio de taxatividad según el cual solo integra motivo de excusa o de recusación aquel que de manera expresa se señala en la ley, lo que hace exclusión de la analogía, además que a los jueces les está vedado separarse por su propia voluntad de sus funciones jurisdiccionales y a los sujetos procesales no les está permitido escoger a su arbitrio la persona del juez, de manera que las causas que dan lugar a separar del conocimiento de un determinado asunto a un funcionario judicial no pueden deducirse por similitud ni ser objeto de interpretaciones subjetivas, en tanto se trata de reglas de garantía de la independencia judicial y de vigencia del principio de imparcialidad del juez.
4. Este axioma -o derecho a un tribunal imparcial- derivado de los artículos 209 y 13 de la Constitución Política en cuanto la función pública de administrar justicia así lo reclama lo mismo que el trato igual para todas las personas de parte de las autoridades, se ha concebido como esencial del debido proceso en el sentido que junto a dos partes parciales, tiene que existir un tercero imparcial,  extraño a la causa y ajeno a las posiciones de intereses de ellas -el juez-, principio de alcance general puesto que tiene aplicación en todos los tipos de procesos y sistemáticas procesales
.”

Teniendo en cuenta lo anterior, al momento de plantear una causal de impedimento o recusación, el Juez o la parte que la solicitan deben dejar claro cuál es la que están invocando, esto es, debe ser clara y apegada a lo establecido en las normas para cada caso concreto, pues como se señaló en la cita jurisprudencial de arriba, frente a esas figuras rige el principio de taxatividad, por ende, no cabe la analogía. 

En ese orden de ideas, valga decir que en el ordenamiento penal colombiano la institución de los impedimentos y recusaciones está consagrada en los artículos 56 a 65 del Código de Procedimiento Penal, siendo el primero de los mencionados el que contiene las causales que se pueden invocar.

Aterrizando lo anterior al caso concreto, y teniendo en cuenta todo lo dicho por el recusador en su sustentación, en la  cual señaló que la señora Jueza Primera Penal del Circuito de Pereira debe declararse impedida en el presente asunto por estar incursa en las causales señaladas en el artículo 56 del C.P.P. en los numerales 4° en el aparte que reza que “o haya dado consejo o manifestado su opinión sobre el asunto materia del proceso”, y en numeral 6º que indica “Que el funcionario haya dictado la providencia de cuya revisión se trata, o hubiere participado dentro del proceso...”.

Considera el abogado solicitante que la señora Jueza incurrió en las causales de recusación citadas, cuando durante el desarrollo de la audiencia preparatoria celebrada el 31 de julio del año en curso, le solicitó al señor Fiscal ser más específico e indicar la fecha del manual de contratación y el manual de funciones de la Alcaldía Municipal de Dosquebradas (Decretos concejo municipal de Dosquebradas 179 de 2015 y 139 de 2015 con sus modificaciones y aclaraciones); pues a su parecer haber hecho tal cosa, aunado a otras situaciones que se han dado durante las distintas diligencias que se han realizado con posterioridad a la audiencia de acusación, dejan entrever que ella de cierta manera está tratando de favorecer al Ente Acusador, echándole una especie de “salvavidas” cuando se evidencia una falencia procesal en su actuar. 
Para resolver lo anterior, se hace necesario señalar que para la procedencia de las aludidas causales de impedimento o recusación, se torna necesario que tanto el consejo o la opinión, al igual que la participación del funcionario judicial en el asunto haya sido relevante, es decir que lo vincule con la actuación puesta a su consideración de tal manera que le impida actuar con la imparcialidad y la ponderación que de él se espera, o sea, que ese tipo de opinión o participación debe corresponder a hechos que sean ajenos a las funciones jurisdiccionales concedidas al encargado de resolver el caso en conflicto, ya que si tal opinión o anterior participación tuvo su razón de ser en el desempeño del cargo de Juez, es obvio que no tendría cabida ninguna de esas causales de recusación.
Frente a la causal consagrada en el numeral 4° del art. 56 del C.P.P. ha dicho la Corte Suprema de Justicia que: 

“[…] motivo consagrado en el numeral 4° del artículo 56 de la Ley 906 de 2004, ha sido reiterada la jurisprudencia de la Corte en señalar que no toda opinión sobre el objeto del proceso conlleva esa solución, sino sólo aquella que se produce extraprocesalmente. Del mismo modo, se ha destacado que la opinión capaz de tener actitud para soportar la declaratoria de impedimento, debe tener entidad, ser sustancial, vinculante, de fondo, que constituya una barrera que comprometa el juicio del juzgador y que le impida actuar con libertad e imparcialidad
.  Al respecto, la jurisprudencia de la Sala ha expresado lo siguiente:
“Ha reiterado la jurisprudencia de esta Sala que la opinión erigida en motivo de impedimento tiene que ser sustancial, vinculante y haberse emitido por fuera del proceso.”

“Lo sustancial, es lo esencial […] en asuntos jurídicos, se identifica con el fondo de la pretensión o de la relación jurídico material que se debate. Se entiende que la opinión es vinculante cuando el funcionario judicial que la emitió queda unido, atado o sujeto a ella, de modo que en adelante no puede ignorarla o modificarla sin incurrir en contradicción. Y por fuera del proceso, significa que la opinión sea expresada en circunstancias y oportunidades diferentes a aquella que prevé la legislación procesal para el asunto del cual se debe conocer funcionalmente.” 
”

Y en cuanto a la causal establecida en el numeral 6° de la referida norma, señala la misma sentencia de la Corte Constitucional citada por el recusante (T-305 de 2017), basándose en la jurisprudencia de la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, que: 
“Frente a esta causal, la Sala tiene establecido que la comprensión de este concepto no debe asumirse en sentido literal sino que es preciso que esa intervención, para que adquiera un efecto trascendente acorde con los fines de la norma, tenga la aptitud suficiente para comprometer la ecuanimidad y la rectitud del funcionario. Su actividad dentro del proceso, debe haber sido esencial y no simplemente formal, de fondo, sustancial, trascendente, que lo vincule con la actuación puesta a su consideración de tal manera que le impida actuar con la imparcialidad y la ponderación que de él esperan no solamente los sujetos procesales sino la comunidad en general." 
A la luz de lo que se ha consignado en precedencia, y una vez revisado lo sucedido en las audiencias antecedentes a aquella en la cual se presentó la recusación de la señora Jueza Primera Penal del Circuito de Dosquebradas, dentro del presente asunto, la Sala no evidencia que la funcionaría en mención de manera alguna hubiese incurrido en ambas o una de las causales de recusación que se le endilgan, pues si bien es innegable que ella, cuando el señor Fiscal estaba solicitando las pruebas documentales relacionadas con el aspecto contractual de los hechos acá juzgados, los cuales se pretenden introducir al juicio como anexos al informe de investigador de campo de fecha 3 octubre 2019 suscrito por la Investigadora LINA MARÍA HERRERA, le solicitó que hiciera unas precisiones respecto de algunos de esos documentos, pues consideraba que tales claridades eran importante para todos los actores procesales, tales manifestaciones no pueden entenderse como que la A quo en momento alguno emitió opinión sobre el proceso o participó de forma arbitraria dentro del mismo, pues lo que ella hizo, a pesar de que el recusante considere que se extralimitó en su actuar, fue ejercer su función como directora del proceso, pues el Juez dentro del proceso no es un convidado de piedra, y por ende, cuando observa que las partes se están desviando de lo importante u omiten hacer una indicación respecto de algo, puede, si lo considera necesario, solicitar que puntualicen un tema o aclaran algo que no se entendió bien, a fin de que todos los que hacen parte de la diligencia entiendan lo que está pasando. 
Aunado a lo anterior, en ningún momento la señora Jueza recusada ha realizado manifestación alguna respecto de este asunto por fuera del escenario del proceso y sus distintas audiencias, y mucho menos se demostró que ella hubiese dicho algo que comprometa su imparcialidad respecto a la posible responsabilidad penal de alguno de los acá procesados, puesto que ni siquiera el hecho de que le haya dado un término adicional al Ente Acusador para completar el descubrimiento probatorio, puede llegarse a entender como una manifestación de que se esté inclinando a favorecer los intereses de la FGN, pues tal accionar es algo entendible, si se tiene en cuenta la trascendencia local que tiene el presente asunto y la cantidad de pruebas documentales que se relacionaron en el escrito de acusación. 
Por otra parte, en cuanto al tema de que al correo del Juzgado Primero Penal del Circuito de Dosquebradas se remitió también el traslado de las pruebas que se le hizo a los abogados defensores, ello no puede tomarse, tal como lo indicaron algunos de los intervinientes en la diligencia, que la Jueza titular de ese despacho haya tenido acceso a tales elementos con vocación probatoria, y hasta el momento no hay nada que indique que ello se hubiese dado, en primera medida porque la Jueza recusada manifestó que en ningún momento revisó tal email, y no existe razón alguna para no creer en su palabra, y aunado a ello, es sabido por todos, que los correos oficiales de los distintos Despachos no son manejados por los jueces de manera directa, pues tal función se delega en alguno de los empleados de los juzgados; bajo esa óptica y teniendo en cuenta que la misma Juez recusada informó que la instrucción que tienen sus subalternos es que ese tipo de correos se eliminen sin siquiera revisarlos, no encuentra razón alguna esta Corporación para llegar a pensar que la imparcialidad y ecuanimidad de la señora Juez Primera Penal del Circuito de Dosquebradas, se ha visto afectada en manera alguna por el hecho descrito. 

Con todo lo dicho hasta el momento, es claro que para esta Sala de Decisión la señora Jueza Primera Penal del Circuito de Dosquebradas, en momento alguno ha realizado manifestación o dicho algo que puede entenderse como una manifestación de que su imparcialidad, ecuanimidad y serenidad para conocer y fallar el presente proceso se encuentren viciadas o inclinadas a favorecer los intereses de alguno de los que en el intervienen, y que en todo momento su actuar ha estado encaminado a ejercer su función jurisdiccional y dirigir el proceso para alcanzar aquel fin de que se administre justicia, objetivo que en un proceso como el que ahora nos convoca concierne no solo a la Judicatura y a quienes figuran acá como acusados, sino también a toda la sociedad biquebradence.
En ese orden de cosas, se declarará infundada la recusación propuesta contra la Jueza Primera Penal del Circuito de Dosquebradas, y se dispondrá la remisión de las diligencias a ese despacho judicial para que continúe con el trámite correspondiente.

En mérito de lo antes expuesto, la Sala Penal de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, 
RESUELVE:

PRIMERO: NO ACEPTAR la recusación presentada por el abogado defensor del señor MLRH en contra de la señora Jueza Primera Penal del Circuito de Dosquebradas, por lo expuesto en la parte motiva de esta decisión. 

SEGUNDO: DISPONER la remisión de las diligencias al despacho de conocimiento, para que continúe con el trámite correspondiente.

TERCERO: Declarar que en contra de esta decisión no procede recurso alguno.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE:

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

LUZ STELLA RAMÍREZ GUTIÉRREZ
Magistrada
� Por ejemplo, María del Carmen Calvo Sánchez, «Imparcialidad: abstención y recusación en la nueva Ley de Enjuiciamiento Civil 1/2000, de 7 de enero», Responsa iurisperitorum digesta, volumen II, Salamanca, Ediciones Universidad de Salamanca, 2001, p. 90.


� Art. 73, Ley 94 de 1938; art. 78, Decreto 409 de 1971; art. 103, Decreto 050 de 1987; art. 103, �Decreto 2700 de 1991, modificado por el art. 15 de la Ley 81 de 1993; art. 99, Ley 600 de 2000; y art. 56, Ley 906 de 2004. Y, provs. CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Sala de Casación Penal, 20 de agosto de 1992, rad. 5044, 23 de marzo de 2000, rad. 14536, 8 de noviembre de 2000, rad. 14078, 7 de mayo de 2002, rad. 19300, 18 de febrero de 2004, rad. 21921, 16 de marzo de 2005, rad. 23374, 30 de noviembre de 2006, rad. 26453, entre otras. 


� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, Auto del 5 de julio de 2007, radicación No. 27775.  


� Ver, entre otros, auto del 19 de julio de 2000, M.P. Dr. Álvaro Orlando Pérez Pinzón.


� Auto de impedimento del 6 de abril de 2005, M.P. Dr. Edgar Lombana Trujillo.


� CSJ, Sala de Casación Penal, Auto del 20 de mayo de 2009, radicado 31002. 
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